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1. Antecedentes 
El proceso de Reuniones de Autoridades Responsables de las Políticas Penitenciarias y Carcelarias de la Organización de los Estados Americanos (OEA), se inició con la celebración de la I Reunión en la ciudad de Washington, D.C., en el año 2003. Esta reunión fue convocada en cumplimiento de la recomendación acordada en la IV Reunión de Ministros de Justicia o de Ministros o Procuradores Generales de las Américas (REMJA IV), “con el fin de promover el intercambio de información y de experiencias” en relación a la “formulación, desarrollo y evaluación de las políticas penitenciarias y carcelarias”.
 La Asamblea General y el Consejo Permanente se hicieron eco de esa recomendación en sus resoluciones AG/RES. 1849 (XXXII-O/02) y CP/RS. 839 (1359/03), respectivamente. En esa primera reunión, se sentaron las bases para que las reuniones sirvieran como espacios multilaterales donde promover el intercambio de información, experiencias, prácticas óptimas y recomendaciones con el fin de mejorar las condiciones de las cárceles en el hemisferio.
La II Reunión de Autoridades Responsables de Políticas Penitenciarias y Carcelarias de la Organización de los Estados Americanos se celebró en Valdivia, Chile, y tuvo lugar los días 26 y 28 de agosto del año 2008. En dicha ocasión, los representantes de los Estados Miembros de la OEA acordaron considerar la adopción, dentro del contexto de sus posibilidades y limitaciones, de una serie de medidas, orientaciones y políticas con el objetivo de promover el cumplimiento de los principios generales sobre tratamiento penitenciario, incluyendo el respeto a la dignidad de las personas privadas de libertad, la garantía del goce de sus derechos, y su rehabilitación y reinserción social  como finalidad de la privación de libertad. 
Los días 17 y 18 de septiembre de 2012, se llevó a cabo la III Reunión de Autoridades Responsables de Políticas Penitenciarias y Carcelarias de la Organización de los Estados Americanos, en Washington, D.C. Esta reunión fue convocada “dentro del marco de las Reuniones de Ministros de Justicia y Otros Ministros y Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA) de acuerdo al mandato de la resolución AG/RES.2657 (XLI-O/11): “Reunión de Ministros de Justicia u Otros Ministros o Procuradores o Fiscales Generales de las Américas”, […] con el propósito de fomentar el intercambio de información y experiencias y fortalecer la cooperación entre las autoridades encargadas de los sistemas penitenciarios en los Estados miembros de la OEA”.
 En dicha reunión, los Estados Americanos intercambiaron experiencias en materia de infraestructura, seguridad y evaluaciones de admisión, estrategias de intervención, liberación y supervisión comunitaria, datos y estadísticas sobre prisiones, adentrándose en cada caso en temas puntuales para garantizar una gestión penitenciaria efectiva.
 
En seguimiento a la Tercera Reunión de Autoridades Penitenciarias, la Asamblea General, en su cuadragésimo tercer período ordinario de sesiones, mediante resolución AG/RES. 2783 (XLIII-O/13), hizo suyas las “Conclusiones y recomendaciones de la REMJA IX” (REMJA IX/doc.2/12 rev. 1), incluyendo la recomendación de la convocatoria a la Cuarta Reunión del Grupo de Trabajo en Políticas Penitenciarias y Carcelarias. A su vez, el párrafo 78 de la resolución AG/RES. 2907 (XLVII-O/17) “Promoción de la seguridad hemisférica: un enfoque multidimensional”, cuya ejecución recae en el ámbito de la Comisión de Seguridad Hemisférica, recomendó que, en el marco de dicha Reunión se tengan en cuenta las iniciativas y buenas prácticas a nivel nacional o regional que contribuyan a mejorar la situación penitenciaria en el hemisferio.
2. República Dominicana organiza la IV Reunión de Autoridades Responsables de las Políticas Penitenciarias y Carcelarias de la Organización de los Estados Americanos bajo la consigna de Humanizar la Privación de la Libertad en la Región 
Luego de siete años desde la última reunión del grupo de autoridades responsables de políticas penitenciarias y carcelarias de la región, el Gobierno de la República Dominicana considera esencial darle continuidad a las reuniones hemisféricas entre pares del ámbito penitenciario para reactivar el único espacio multilateral creado a nivel hemisférico con el propósito de intercambiar información y experiencias, y habilitar la posibilidad de cooperación horizontal en esta materia.
 La propuesta temática del Gobierno de la República Dominicana para el relanzamiento de estos encuentros hará foco en dos cuestiones centrales: el internamiento digno, y el diseño, implementación y evaluación  de programas que promuevan, de manera efectiva, la rehabilitación y reinserción social de las personas privadas de libertad, desde la consigna transversal de humanizar los sistemas penitenciarios de la región.  

Las autoridades penitenciarias de la República Dominicana, con la Procuraduría General de la República a la cabeza, se encuentran sumergidas en un proyecto de dignificación del sistema penitenciario nacional denominado: “Plan de Humanización del Sistema Penitenciario”. Este Plan está compuesto por dos grandes ejes: el primer eje se enfoca en el tratamiento de las personas internas, mientras que el segundo eje se concentra en la solución del hacinamiento y la sobrepoblación histórica de las cárceles dominicanas. Esta dualidad de objetivos busca superar la realidad penitenciaria, caracterizada por la falta de infraestructura adecuada, el hacinamiento y las precarias condiciones de privación de libertad; factores que generan situaciones críticas y sistémicas de violación a los derechos humanos. 
En el transcurso de la IV Reunión, el Gobierno de la República Dominicana espera compartir con los demás Estados Miembros de la OEA los objetivos, fundamentos y avances del “Plan de Humanización del Sistema Penitenciario”, con un doble propósito: por un lado, visibilizar y priorizar el abordaje de este tema desde un enfoque de prevención terciaria o indicada de la criminalidad.
 Por el otro lado, intercambiar experiencias con los demás miembros de la OEA, de modo que las iniciativas de cada país en materia penitenciaria, incluyendo el Plan de Humanización del Sistema Penitenciario del Gobierno de la República Dominicana, puedan ser expuestas y sometidas a un espacio de discusión técnica de naturaleza constructiva, que enriquezca y mejore los procesos y mecanismos en ejecución, así como contribuya al alcance de las metas y los resultados establecidos. 
La humanización de las prisiones a la que aspira el Gobierno de la Republica Dominicana puede ser conceptualizada a partir de cinco elementos esenciales: primero, contar con infraestructura adecuada, salubre y libre de hacinamiento; segundo, asegurar que las necesidades básicas para la subsistencia de las personas privadas de libertad sean brindadas, incluyendo alimentación, agua potable y salud (física y mental, preventiva y curativa), desde un enfoque diferenciado; tercero, contar con personal penitenciario (incluyendo mandos altos, medios, bajos y personal de planta), especialmente formado y comprometido con los derechos humanos para que puedan ofrecer un trato digno a los internos; cuarto, garantizar la vigencia de los derechos humanos en el marco de la reclusión así como también de los derechos reconocidos por las constituciones y leyes de cada país; y quinto, creer en el potencial humano y en la redención de las personas privadas de libertad, diseñando programas de rehabilitación y reinserción que les permita reincorporarse a la sociedad como sujetos productivos y transformados.   

3. El Estado Actual de la Situación Penitenciaria en la Región: Algunos Desafíos Pendientes 
Cada uno de los Estados Miembros de la OEA maneja una realidad penitenciaria distinta, debido a la diversidad de factores externos e internos que influyen en la calidad y efectividad de la gestión penitenciaria. Entre estos factores pueden mencionarse la madurez y eficacia del sistema de justicia, el uso de la detención preventiva, la existencia y aplicación de sanciones alternativas, la disponibilidad de recursos destinados al sistema penitenciario, la existencia e implementación de programas de rehabilitación y reinserción social, y la ejecución de políticas públicas enfocadas en la prevención de la criminalidad. Es partiendo de esta realidad individual que las autoridades penitenciarias de cada Estado Miembro se abocan a diseñar, formular y ejecutar iniciativas en materia carcelaria. A pesar de estas distintas realidades, existen algunos desafíos comunes que la mayoría de las autoridades penitenciarias enfrenta. La IV Reunión activará nuevamente la posibilidad de reunir a los responsables por la política y la gestión penitenciaria de los países de las Américas para que se puedan exponer, discutir y definir posibles soluciones (y su “replicabilidad”) a estos problemas comunes, a partir de las experiencias, lecciones e intervenciones prácticas y, en la medida de los posible evaluadas, de los países participantes.   
3.1.  Población Penitenciaria

En lo que respecta a la población penitenciaria, hay al menos dos situaciones preocupantes, una está relacionada con la sobrepoblación y el hacinamiento carcelario, y la otra se vincula con la insuficiente capacidad de los sistemas penitenciarios de identificar y atender las necesidades y problemáticas específicas de grupos y sub-grupos en situación de vulnerabilidad al interior de los recintos, incluyendo mujeres, jóvenes, personas LGTBI, personas con discapacidad, entre otros. Respecto a esta segunda situación, de especial preocupación es la reciente tendencia de crecimiento de la población carcelaria femenina a una tasa comparativamente mayor que la de los hombres, sin una adecuada adaptación de los sistemas penitenciarios para recibirlas y albergarlas. Por igual, es importante constatar la situación del hemisferio en cuanto a la población privada de libertad menor de edad, para lo cual se propone a los países del hemisferio la organización de otra reunión con las autoridades o agencias encargadas de esta situación particular, en el entendido de que la misma merece un tratamiento profundo y especializado.   

3.1.1. Sobrepoblación y hacinamiento (sobrepoblación crítica) carcelario

De acuerdo con estadísticas del Instituto para la Investigación de la Política Criminal (Institute for Criminal Policy Research), de un total de 10.743.619 millones personas privadas de libertad en el mundo, la región americana alberga 3.787.059, lo que equivale a un 35,2% del total, con algunos países del hemisferio posicionados en la lista de los 15 con la mayor cantidad de personas privadas de libertad a nivel mundial y altas tasas de recluidos por cada 100,000 habitantes.

Además, de acuerdo a la misma fuente, la población penitenciaria mundial creció de forma sostenida desde el año 2000 hasta el 2018 en un 24%, de manera proporcional al crecimiento poblacional mundial hasta que dicho crecimiento pareció estabilizarse. En igual periodo, la población carcelaria en el continente americano creció en un 41%.
 Este crecimiento constante ha colocado a muchas prisiones del hemisferio al borde del colapso, obligándolas a lidiar con la desgarradora realidad del hacinamiento carcelario y sus devastadoras consecuencias para el sistema penitenciario en general, afectando a personas privadas de libertad y sus familias, personal penitenciario, y comunidades.

A partir de los datos recibidos por parte de 15 países a través del Estudio de las Naciones Unidas sobre Tendencias Delictivas y Funcionamiento de los Sistemas de Justicia Penal para el ciclo de recolección de 2018, en términos de densidad penitenciaria, 10 estarían registrando sobrepoblación crítica, dos tendrían sobrepoblación y solo dos países no habrían sobrepasado la capacidad oficial de las prisiones de adultos.  
La sobrepoblación y el hacinamiento carcelario pueden ser explicados a partir de diferentes factores que se combinan de manera perversa, pero una de sus principales causas es la utilización desmedida de la detención preventiva que ha provocado el aumento acelerado de la cantidad de personas recluidas. En esa misma línea, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ha considerado que “la aplicación arbitraria e ilegal de la prisión preventiva es un problema crónico” que afecta a un gran número de países de la región.

El abuso de la prisión preventiva junto con el endurecimiento de las penas, la duración prolongada de los procesos penales (mora judicial), la ausencia o deficiente asesoría legal, y la influencia de la opinión pública son otros de los factores que contribuyen al aumento desproporcional de la población carcelaria. Ese aumento no viene acompañado de una ampliación de la capacidad oficial ni de “una política de inversión y reestructuración de los sistemas carcelarios”, lo que agrava las situaciones de hacinamiento en las prisiones de la región.

El hacinamiento es un catalizador de graves y serios problemas en las prisiones de la región, provocando el internamiento en condiciones infrahumanas y socavando los esfuerzos de rehabilitación y reinserción de los internos. Estas condiciones desfavorables son fácilmente observables: personas detenidas durmiendo en el suelo por falta de camas y de espacio; sin acceso o con acceso deficitario a servicios básicos como el agua y la alimentación; espacios insalubres; largos períodos de encierro debido a la incapacidad del personal penitenciario de controlar la sobrepoblación en las áreas comunes, por mencionar algunas de las situaciones que desencadena la sobrepoblación carcelaria.  

Adicionalmente, informes internacionales como el “Manual sobre Estrategias para Reducir el Hacinamiento en las Prisiones” de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, han constatado que el hacinamiento también exacerba los problemas de salud físicos y mentales de los internos, ya que facilita la transmisión de enfermedades dentro del recinto penitenciario, dificulta la prestación de asistencia médica a quien la necesite, limita la cantidad de tiempo libre o productivo del interno e incrementa la posibilidad de conflictos y violencia entre los privados de libertad, así como también entre estos y el personal penitenciario.

Además, el hacinamiento impide la conservación de espacios dentro de los recintos penitenciarios para fines de detención diferenciada, visitas externas, educación/formación o esparcimiento, puesto que los mismos deben ser utilizados para afrontar el desmedido crecimiento de la población carcelaria mediante su transformación en espacios adicionales para alojar a las personas privadas de libertad. De esta manera, se impide la separación de internos por sexo y orientación sexual, grupos etarios, estado procesal o condiciones de peligrosidad, dificultando el tratamiento individualizado necesario para lograr una verdadera rehabilitación. Por igual, se limitan e incluso eliminan los espacios donde la persona recluida podría recibir asistencia jurídica de su representante legal, demorando los avances de su proceso judicial; atención médica (tanto física, incluyendo atención ginecológica para la mujeres, y mental) y dental, limitando la recuperación y el bienestar de las personas privadas de libertad; o visitas familiares en condiciones dignas y apropiadas para esos fines, aislándolas de su entorno afectivo y afectando su eventual reinserción social. 

Por demás, la proliferación de estas condiciones fomenta una serie de comportamientos y la continuidad del ciclo de violencia/delincuencia/exclusión que la imposición de una pena privativa de libertad buscaba superar para resarcir a la sociedad. En esa línea, el hacinamiento contribuye a generar condiciones de encarcelamiento proclives a actos de corrupción, la comisión de delitos  (incluyendo extorsión, venta de bienes ilícitos, violencia sexual
 y homicidios, entre otros), la exacerbación de  las tensiones y los conflictos, y la creación, consolidación y expansión de grupos/organizaciones delictivos (provocando, en algunos casos, situaciones extremas como el de autogobierno en las cárceles). 

En virtud de todo lo anterior, se debe reconocer que la infraestructura penitenciaria continúa siendo una de las variables claves que contribuye a dignificar las condiciones de la reclusión y fomenta un internamiento digno y verdaderamente rehabilitador de las personas privadas de libertad. La infraestructura penitenciaria debe considerarse desde un enfoque diferenciado, teniendo en cuenta las especificidades y necesidades de los distintos grupos y sub-grupos poblaciones, y el impacto diferenciado que el encierro tiene sobre cada uno de ellos. Por ejemplo, teniendo en cuenta que inicialmente los centros penitenciarios fueron pensados en función de la población penitenciaria masculina, en términos generales, las mujeres suelen ser recluidas en espacios físicos no adecuados ni preparados para cubrir sus necesidades primarias, secundarias ni de autorrealización.  

En efecto, la realidad de la mayoría de los países de la región es la de una población penitenciaria que sobrepasa las capacidades del sistema, alojada en infraestructuras precarias e inadecuadas, que permanecen recluidas en condiciones indignas y violatorias de sus derechos fundamentales, sin ninguna consideración a las necesidades y circunstancias diferenciadas de las personas recluidas. Esta situación perjudica los intentos de rehabilitación y reinserción social que pudieran ponerse en marcha. En estas circunstancias insostenibles, se torna perentorio buscar soluciones inmediatas, así como también de mediano y largo plazo, reconociendo que apostar por la modernización y adaptación de la infraestructura penitenciaria desde un enfoque diferenciado, requiere de decisiones políticas para la asignación de los recursos necesarios en los presupuestos nacionales.
En todo caso, la búsqueda de soluciones puede concebirse como un proceso de cinco pasos: primero, identificar los recintos penitenciarios con mayores niveles de hacinamiento; segundo, verificar de manera estandarizada el estado de estos recintos utilizando para ello parámetros internacionales; tercero, diagnosticar las causas de dicho hacinamiento; cuarto, diseñar e implementar intervenciones para su solución en base a las causas establecidas; y quinto, evaluar el proceso y el impacto de esas intervenciones. 

Adicionalmente, organizaciones como el Instituto Latinoamericano de las Naciones Unidas para la Prevención del Delito y el Tratamiento de Delincuentes (ILANUD)
 y la Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito
 han propuesto ejes concretos para el diseño de estrategias tendientes a reducir el hacinamiento carcelario. Hay países en la región que también han implementado planes y políticas con ese mismo fin. En ese sentido, valdría la pena utilizar la IV Reunión para compartir esas acciones llevadas a cabo y pensar en la posibilidad de comenzar a construir un reservorio de conocimiento sobre la base de la documentación y sistematización de las mismas.  
3.1.2. Crecimiento de la población penitenciaria de mujeres
Varios estudios recientes dan cuenta de una tasa de crecimiento de la población penitenciaria femenina más alta y acelerada en relación con la de los hombres, sin perder de vista que la población penitenciaria de hombres continúa siendo considerablemente mayor que la de las mujeres. Como lo atestigua el World Female Imprisonment List, esta tendencia se observa tanto a nivel mundial como regional.
 Tomando los datos del Instituto para la Investigación de la Política Criminal, “la población carcelaria femenina total en América Latina ha aumentado en 51,6% entre el 2000 y el 2015, en comparación con un 20% para el caso de los hombres”.

Entre las varias causas que podrían explicar esta tendencia, destacan dos: el uso abusivo y no excepcional de la prisión preventiva
 y la mayor severidad de la legislación y la justicia penal frente a los delitos vinculados a las drogas (producción, tráfico y expendio). Al analizar el perfil sociodemográfico de la mayoría de las mujeres que está siendo criminalizada y privada de su libertad por estos delitos, se torna evidente la situación de pobreza, los bajos niveles de educación, las escasas oportunidades económicas disponibles, y la condición de jefas de hogar que ejercían antes de su reclusión. En función de un análisis de los antecedentes penales de estas mujeres, se revela que pertenecen a los eslabones más bajos y menos influyentes del negocio de las drogas, fueron arrestadas por delitos menores y no violentos (transporte de drogas, ingreso de drogas y micro-tráfico), por lo que no se consideran una amenaza a la sociedad.
 

En estas circunstancias convendría llevar a cabo un análisis costo/beneficio del encarcelamiento de las mujeres bajo las condiciones arriba presentadas, teniendo en cuenta que el impacto de su encierro no sólo tiene un costo para el Estado (costo económico y de recursos judiciales), sino también para la persona (el costo de oportunidad en términos del ingreso que deja de percibir y el costo psicológico/emocional). Adicionalmente, la privación de libertad también conlleva una serie de externalidades negativas que van más allá de la persona y que tienen un efecto de mediano y largo plazo e, inclusive, intergeneracional. Entre estos cabe mencionar la disrupción de la familia y el hogar, la exacerbación del estado de vulnerabilidad en el que quedan los hijos y las personas mayores, la posibilidad de que los menores desarrollen comportamientos agresivos o antisociales, empeoren su desempeño escolar y aumente la deserción escolar.
 Los costos y los efectos adversos que provocan la reclusión de mujeres se expanden en círculos concéntricos extendiéndose hacia la comunidad y la sociedad. Más aún, tienen la posibilidad de extenderse en el tiempo en la medida en que uno de los principales predictores del comportamiento delictivo es haber tenido uno o ambos padres encarcelados. Un estudio regional reciente estimó que “en 25 países de la región existen entre 1.710.980 y 2.307.048 niños, niñas y adolescentes con al menos uno de sus padres privado de la libertad, de los cuales entre 359.305 y 484.480 tienen a por lo menos uno de sus padres privado de la libertad por delitos de drogas”.
    
Ya fue mencionado anteriormente cómo las prisiones no fueron necesariamente creadas para responder a las necesidades y circunstancias específicas de las mujeres. Esta realidad se torna aún más evidente cuando se trata de mujeres embarazadas, con hijos lactantes, o con hijos en edad de educación preescolar y escolar, 

Dada su reciente emergencia e incipiente abordaje por parte de algunos países, este tema merece ser incluido y debatido en el ámbito de la IV Reunión de Autoridades Penitenciarias. De esta manera, quienes lideran y administran los sistemas penitenciarios estarán expuestos a un conjunto de propuestas y medidas que han sido implementadas o que están siendo adoptadas, y que están demostrando ser efectivas para superar esta situación.     

3.2.  Personal Penitenciario

Al trabajar en el ámbito de las prisiones, es importante tener en cuenta que más allá de la gestión de fondos, procesos, proyectos, instalaciones y resultados, “(e)l elemento fundamental de la gestión penitenciaria es la gestión de seres humanos, tanto funcionarios como reclusos”.
 Uno de los principales elementos que contribuye a “una prisión bien administrada es la naturaleza de las relaciones entre ambos grupos”.
 

Las prisiones no pueden elegir a las personas reclusas pero sí pueden elegir a su personal (desde personal directivo, pasando por mandos de gestión medios y bajos, personal de planta, así como personal de servicios).
 Ese proceso de selección debe ser riguroso “para garantizar que tengan las cualidades personales y la formación educativa adecuada”
 que les permita trabajar en un ambiente complejo, intenso y exigente como lo son los centros de reclusión.  Según la Regla 74 de las Reglas Nelson Mandela: “La administración penitenciaria seleccionará cuidadosamente al personal de todos los grados, puesto que de la integridad, humanidad, aptitud personal y capacidad profesional de dicho personal dependerá la buena dirección de los establecimientos penitenciarios.”
 Más aún, según esa misma Regla: “A todo el personal penitenciario se le impartirá, antes de su entrada en funciones, una capacitación adaptada a sus funciones generales y específicas, que refleje las mejores prácticas contemporáneas de base empírica en el ámbito de las ciencias penales. Solo los candidatos que superen satisfactoriamente las pruebas teóricas y prácticas al término de la capacitación recibirán autorización para ingresar en el servicio penitenciario.”
 Es importante mencionar que no se trata de una única acción de capacitación sino que la Regla 75 también sugiere que se impartan, de manera continua, cursos de formación para mantener al personal penitenciario actualizado y adecuadamente preparado para ejercer su función.
  

En materia de personal penitenciario y su capacitación, las Reglas 29 a 35 de Las Reglas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de las Reclusas y Medidas No Privativas de la Libertad para las Mujeres delincuentes y sus Comentarios
 (Reglas de Bangkok), complementan las Reglas Nelson Mandela. En términos generales, estas reglas apuntan a que la capacitación del personal penitenciario asignado a los centros de reclusión para mujeres le permita atender las necesidades específicas de las mujeres reclusas y sus derechos humanos, responder ante los principales problemas de salud, dar primeros auxilios y realizar procedimientos médicos básicos, con especial sensibilización sobre prevención y tratamiento del VIH/SIDA. 

A nivel regional y entre los países es poco lo que se conoce y se comparte sobre los institutos penitenciarios, la carrera penitenciaria, el personal penitenciario, las condiciones laborales bajo las cuales se desempeñan, y las necesidades existentes para profesionalizar el servicio penitenciario. Más aún, en algunos países, “no hay una carrera estructurada y las funciones son muchas veces asumidas por la policía, el ejército, cuando no por empresas privadas de seguridad.”
 

El Observatorio Interamericano de Seguridad intenta recoger información sobre el personal penitenciario, por sexo y función, a partir de los datos que reportan los Estados Miembros todos los años a través del Estudio de las Naciones Unidas sobre Tendencias Delictivas y Funcionamiento de los Sistemas de Justicia Penal (UN-CTS). Sobre la base de ese instrumento de recolección de información, para el año 2017, 10 países de un total de 34 Estados Miembros de la OEA, reportaron datos sobre el total del personal penitenciario. Entre esos 10 países hay un total de 96.081 funcionarios trabajando en el ámbito penitenciario, de los cuales 29.371 son mujeres (30%) y 66.439 son hombres (70%). 

Con respecto a la función, la CTS propone tres grandes áreas de desempeño laboral: vigilancia, educación/formación/sanidad, y administración/gestión/otras funciones. Para la función de vigilancia, siete países de 34 reportaron datos. En ese sentido, 60.790 personas ejercen esa función. Con respecto al área de educación/formación/sanidad, el número de países que reportó datos para el 2017 se redujo de siete a seis, con un total de 12.290 funcionarios. Para la última categoría de trabajo, sólo cinco países completaron la información, alcanzando un total de 15.202 funcionarios ejerciendo tareas administrativas, de gestión u otras.
 Como evidencian los números, la mayor cantidad de personal está asignada a la seguridad, “trabajando bajo el paradigma de la separación de la función de seguridad de las otras funciones dentro de los centros penales”.
      

Dada la relevancia crítica que desempeña el personal para la gestión penitenciaria, la humanización de la condición de privación de la libertad y el trato digno a los privados de libertad, y la poca información disponible de manera sistematizada a nivel regional, la IV Reunión de Autoridades se presenta como el foro natural para abordar estas cuestiones de manera colectiva y colaborativa. 

3.3. Rehabilitación y reinserción social de las personas privadas de libertad 

Entre los principios generales presentados por las Autoridades Responsables de las Políticas Penitenciarias y Carcelarias en las Recomendaciones de la II Reunión, se definió que, “(E)l sentido  esencial de la pena es, principalmente, lograr la reinserción social y la readaptación del condenado frente a su familia y su comunidad, reflejar la seriedad del delito, promover el respeto a la ley y promover el justo castigo frente a la ofensa.”
 Una concepción similar fue formulada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el documento “Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas”.
 En ese mismo espíritu fue formulada la Regla 4 de las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos (Reglas Nelson Mandela): “Los objetivos de las penas y medidas privativas de la libertad son principalmente para proteger a la sociedad contra el delito y reducir la reincidencia. Esos objetivos solo pueden alcanzarse si se aprovecha el período de privación de libertad para lograr, en lo posible, la reinserción de los ex reclusos en la sociedad tras su puesta en libertad, de modo que puedan vivir conforme a la ley y mantenerse con el producto de su trabajo.”

Partiendo de lo anterior, los recintos penitenciarios de la región están llamados a transformarse de espacios meramente punitivos de encierro a verdaderos centros de rehabilitación social, imbuyendo a la prisión de un propósito social que reditúe en beneficios para la persona privada de libertad (y su familia), el sistema penitenciario y la comunidad. 
La Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito desarrolló una “Hoja de ruta para la elaboración de programas de rehabilitación en las cárceles”
 con énfasis en los programas de educación, formación profesional y trabajo.
 La Hoja de Ruta ofrece cuatro razones principales por las cuales promover este tipo de programas al interior de los recintos debiera ser una función central de los sistemas penitenciarios. Primero, según lo atestiguan varios estudios, al ser admitidos, la mayoría de las personas recluidas cuenta con bajos niveles de educación. Invertir en sus estudios y en el desarrollo de habilidades, que les permitan mantenerse económicamente una vez fuera de prisión, aumenta las probabilidades de reinserción en la sociedad. Segundo, este tipo de programas se adhiere al principio de normalización, es decir, la importancia de poder reproducir al interior de las prisiones, en la medida de las posibilidades de las mismas, condiciones y situaciones similares a la vida laboral en el exterior.
 Esto no solo coadyuva a una mejor reinserción de la persona sino que también dignifica y fortalece la auto-estima de las personas, contribuyendo a una mejor convivencia interna y a reducir los problemas de salud mental. Tercero, y relacionado al punto anterior, estos programas contribuyen a generar entornos positivos y estimulantes al interior de los recintos, afectando hacia la baja los niveles de violencia y conflicto interno de los recintos de reclusión. Cuarto, teniendo en cuenta los limitados recursos con los que suelen funcionar los sistemas penitenciarios, la impartición de estos programas, la formación de las personas privadas de libertad en áreas o habilidades específicas, habilitan una entrada de ingresos no solo para ellas sino también para las propias prisiones.         

El poder brindar de manera sostenible estos programas al interior de las prisiones implica, entre otros pasos, establecer alianzas con los Ministerios de Educación, Trabajo, y otras entidades estatales vinculadas; instituciones académicas, de oficios, politécnicas y otras en este rubro; bolsas de trabajo; empresas; y organizaciones de la sociedad civil. En línea con el principio de normalización, estas alianzas apuestan por insertar a las prisiones en el ámbito educativo y laboral externo, y evitar mantenerlas aisladas del resto de la sociedad.     
Para el Gobierno de la República Dominicana, los sistemas penitenciarios regionales deben dirigir todos sus esfuerzos a que la población privada de libertad reciba las oportunidades de rehabilitación necesarias para reinsertarse de manera productiva y estable en la sociedad al momento de su salida del recinto penitenciario. El éxito de esta reinserción significará una reducción de la reincidencia y, a su vez, contribuirá a la reducción de la sobrepoblación carcelaria. La mayoría de los países tienen programas de este tipo, por lo que la IV Reunión de Autoridades espera brindar la oportunidad a los países participantes para que puedan demostrar los programas que han ejecutado (o se encuentran ejecutando), presentando evidencia de su efectividad, así como también lecciones aprendidas en la implementación de los mismos. Este tema también abre la posibilidad de iniciar un proceso de identificación, documentación y sistematización de las experiencias llevadas a cabo para alimentar un reservorio de conocimiento que sirva de referencia y guía para todos quienes se desempeñan en este ámbito.    
3.4. Sistemas de información para la gestión penitenciaria
En el ámbito penitenciario es posible referirse a por lo menos dos tipos de sistemas de información: sistemas de gestión de casos y sistemas de información estadística.

Los primeros permiten sistematizar, centralizar y mantener actualizada toda la información relevante de las personas recluidas. Contribuyen también a facilitar y personalizar el seguimiento y la atención de estas al interior de los recintos, y a generar información de utilidad para los tribunales penales así como también para los servicios post-penitenciarios una vez concluida la pena. En caso de reingresar a prisión, este tipo de sistemas ofrece al personal penitenciario y a los proveedores de servicios un historial de la persona que está siendo nuevamente recluida. 

La posibilidad de contar con información digitalizada, organizada y centralizada, abarcando varias dimensiones de la vida de las personas privados de libertad, incluyendo su vida intramuros, se convierte en una herramienta fundamental para comenzar a conocer y humanizar el vínculo entre el personal penitenciario y quienes se encuentran recluidos. Asimismo, los propios sistemas de gestión de casos pueden también proveer estadísticas para los gestores y funcionarios penitenciarios.  
Por su parte, la estadística penitenciaria permite al menos tres tipos de análisis: el análisis “descriptivo”, que está vinculado con el entendimiento de la población penitenciaria (incluyendo variables de stock y de flujo) y sus características, destacando la importancia de la desagregación de la información; el análisis “táctico” que apuntala la gestión diaria de los recintos; y el análisis “estratégico”, que permite identificar tendencias, patrones, desempeño y problemas, y planificar de manera acorde para su abordaje. En todo caso, la estadística penitenciaria y los análisis que puedan derivarse de ella, deberían ser pilares de los procesos de gestión y decisión en el ámbito penitenciario. 

Cada país recoge sus estadísticas penitenciarias, utilizando sus propios sistemas de información, algunos con el apoyo de sus respectivas oficinas nacionales de estadística; también es posible encontrar sistemas vinculados a plataformas digitales de otras instituciones para cruzar y complementar la información; y en otros casos, instituciones externas a los sistemas penitenciarios pueden acceder a la información contenida en ellos. En síntesis, hay una gran variedad de sistemas en cuanto a la información que registran y procesan, los sistemas operativos con los que funcionan, la interoperabilidad y accesibilidad asignada, los tipos de usuarios definidos y los tipos de reportes que producen.     

En general estos sistemas están basados en datos administrativos, son pocos los países que han diseñado, adoptado y aplicado de manera relativamente continua censos o encuestas penitenciarias para complementar los datos administrativos.     

En virtud de la importancia de los sistemas de información en lo que respecta a la gestión penitenciara y la humanización de la privación de la libertad, el Gobierno de la República Dominicana propone habilitar un espacio de discusión en torno a estos. Este espacio también resultará propicio para definir variables e indicadores centrales que se deberían estar reportando así como también la posibilidad de estandarizar una metodología y cuestionario común para lanzar una iniciativa de encuesta penitenciaria regional.      

4. Comentarios Finales 

Los temas abordados en esta nota conceptual están integrados a la Estrategia Interamericana para el Fortalecimiento de los Sistemas Penitenciarios que está siendo elaborada por el Departamento de Seguridad Pública de la OEA. Esa Estrategia está fundamentada en un enfoque antropocéntrico y multidimensional del fenómeno de la criminalidad e incorpora el uso de metodologías basadas en evidencias, capaces de alcanzar resultados de corto, mediano y largo plazo, en tres grandes líneas de acción: (i) iniciativas de impacto pre-penitenciario con el objetivo de mejorar la eficiencia del sistema de justicia criminal y disminuir el uso de la pena privativa de libertad; (ii) iniciativas de impacto penitenciario que promueven la mejoría y profesionalización del sistema penitenciario y sus principales actores; y (iii) iniciativas de impacto post-penitenciario que incluyen procesos, servicios y mecanismos para acompañar y apoyar a quienes egresan de las prisiones en  su reincorporación a la sociedad. En ese sentido, República Dominicana espera que la IV Reunión de Autoridades Penitenciarias contribuya al avance de los ejes de acción incluidos en dicho documento.  

La República Dominicana confía en que otros países de la Organización se interesen por estos temas y decidan darle continuidad a las reuniones de autoridades penitenciarias y no dejar pasar otros siete años sin la posibilidad de encuentro, diálogo, intercambio y aprendizaje en materia penitenciaria. 

Adicionalmente, considera que la IV Reunión de Autoridades Responsables de Políticas Penitenciarias y Carcelarias permitirá identificar cuáles son los temas de interés, las necesidades prioritarias y los problemas acuciantes por resolver. Esta información es esencial para que las reuniones de este tipo estén en sintonía con las realidades que se están intentando superar, transformar o mejorar, y ofrezcan un espacio entre pares para su discusión y búsqueda de posibles soluciones en base a la experiencia empírica de quienes trabajan directamente en estos temas.  

El proceso de preparación de esta Reunión le permitió a la República Dominicana tomar cuenta no solo de la información y conocimientos generados en las tres reuniones anteriores sino también de la acumulación de experiencias, medidas e intervenciones en varios países de la región que hasta el momento no están siendo documentadas ni sistematizadas para tener una referencia histórica de los avances logrados y de las lecciones aprendidas, así como un acervo de conocimientos y referencias al que poder consultar. Por ello, la Republica Dominicana espera que a partir de esta IV Reunión se pueda comenzar a trabajar en la sistematización y categorización de soluciones a problemas comunes y que ese reservorio de conocimiento sirva de consulta y aprendizaje para todos quienes trabajan en el ámbito penitenciario. 

El país también aspira a que otros Estados se inspiren con la consigna de humanizar las prisiones en las Américas y encuentren ideas concretas de cómo hacerlo a partir de las discusiones que se generen y las experiencias que se compartan sobre este tema en el marco de la IV Reunión.  
Finalmente, la República Dominicana hace un llamado para que entre todos se pueda definir una   hoja de ruta o un plan de acción común sobre temas penitenciarios que permita demostrar avances y resultados concretos en el mejoramiento de la situación penitenciaria. El cumplimiento de esa hoja de ruta o plan de acción debería apoyarse en la promoción y fortalecimiento de la cooperación internacional (horizontal y vertical), revalorizando de esta manera la importancia de realizar reuniones técnicas de alto nivel como lo son las Reuniones de Autoridades Responsables de las Políticas Penitenciarias y Carcelarias.  
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